Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 17 minutos.) 


-La Comisión de Asuntos Internacionales tiene mucho gusto en recibir a la delegación de los 
Ministerios de Relaciones Exteriores y de Economía y Finanzas, que se constituyeron en su momento 
en equipo negociador por el tratado en cuestión entre la República Oriental del Uruguay y la República 
Argentina, relativo al intercambio de información tributaria y método para evitar la doble imposición. 


Quiero aclarar que la presencia de esta delegación había sido solicitada en su momento por el 
señor Senador Lacalle Herrera, pero por motivos de agenda -se encuentra en el exterior en una misión 
oficial junto con otros integrantes del Cuerpo- no está presente en la sesión de hoy. 


Con mucho gusto, entonces, les ofrecemos la palabra a nuestros invitados. 
SEÑOR POLGAR.- Ante todo, quiero disculparme por haber llegado unos minutos tarde. 


En función de la consulta que requería la opinión de los Ministerios, pensamos estructurar 
respuestas breves en dos aspectos. Con respecto a las cuestiones formales vinculadas a la consulta 
particular sobre el procedimiento de incluir aspectos interpretativos adicionales al convenio, 
requeriríamos la opinión del Ministerio de Relaciones Exteriores, y sobre los aspectos de 
irretroactividad alcanzados en la negociación con Argentina, respondería el contador Serra, Jefe de la 
Asesoría Tributaria del Ministerio de Economía y Finanzas. 


SEÑOR MATA.- En primer lugar, quiero aclarar que no participé de la negociación del proyecto de 
tratado que está a consideración del Senado. No obstante, en relación a la consulta que formuló la 
Comisión y que me fue transmitida por el Ministerio de Economía y Finanzas, quiero realizar algunos 
comentarios. 


Una de las cuestiones que allí se planteaba refería a la posibilidad de realizar una reserva con 
relación al tratado que está a consideración de la Comisión. 


En primer término, quiero señalar que con relación a las reservas hay que tener en cuenta que 
se rigen por la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, de 1969. En el artículo 2, literal 
d), se define precisamente el término reserva. Allí se expresa: “se entiende por 'reserva' una 
declaración unilateral, cualquiera que sea su enunciado o denominación, hecha por un Estado al firmar, 
ratificar, aceptar o aprobar un tratado o al adherirse a él, con objeto de excluir o modificar los efectos 
jurídicos de ciertas disposiciones del tratado en su aplicación a ese Estado”. 


Como ustedes ven, el efecto es el de modificar o excluir una cláusula. Ahora bien, la reserva 
se aplica exclusivamente a los tratados multilaterales y no a los bilaterales por una cuestión que tiene 
que ver con la naturaleza de este instituto. Quiere decir que una reserva realizada en un tratado 
bilateral implica su modificación porque, al ser solo dos partes, no es admisible una reserva. Si no se 
está de acuerdo con ese tratado o con parte de él, lo que se debe hacer es renegociarlo, pero en 
ningún caso se puede pensar que mediante una declaración unilateral de voluntad se lo puede 
modificar. Esto es lo que se recoge, inclusive en tratados multilaterales, pero con Estados Partes de 
número reducido, tal como figura en el artículo 20, numeral 2 de la Convención de Viena sobre 
Derecho de los Tratados, donde se expresa: “Aceptación de las reservas y objeción a las reservas. 2. 
Cuando del número reducido de Estados negociadores y del objeto y del fin del tratado se desprenda 
que la aplicación del tratado en su integridad entre todas las partes es condición esencial del 
consentimiento de cada una de ellas en obligarse por el tratado, una reserva exigirá la aceptación de 
todas las partes.” Es decir que inclusive en los tratados multilaterales, pero reducidos en cuanto a los 
Estados Partes, inevitablemente se necesita la aceptación de todos los que participaron en ese tratado. 


En principio, el instituto de la reserva no es admisible en un tratado bilateral y, en 
consecuencia, no lo es en un tratado de esta naturaleza entre la República Argentina y la República 
Oriental del Uruguay. 


Otra cuestión diferente a la reserva es la declaración interpretativa, considerada también un 
acto unilateral. No obstante ello, debemos tener en cuenta su alcance, porque ¿a quién obliga una 
declaración unilateral, en este caso, de naturaleza interpretativa? Obliga al Estado que realiza la 
declaración. Concretamente, en la declaración, el Estado establece que tal norma o parte de una 
norma va a ser interpretada en determinado sentido cuando a él le corresponda aplicarla. En principio, 
no obliga a la otra parte. 


En función del acta de la Comisión a la que accedí, quería hacer esas salvedades con 
respecto a la reserva y a la declaración unilateral o interpretativa que puede realizar un Estado al 
suscribir o ratificar un tratado. De manera que dispone de las instancias necesarias para hacerlo. 


El tema consiste en definir, reitero, a quién obliga esa reserva -que, en este caso, no es 
procedente- y la declaración unilateral de naturaleza interpretativa. A nuestro juicio, en principio no 
estaría obligando a la República Argentina sino exclusivamente al Uruguay como el sujeto que realiza 
esa declaración. 


A continuación voy a aludir al orden público. Debemos tener en consideración que el orden 
público en un tratado bilateral, excepto que este disponga de manera expresa o le dé otro sentido, 
corresponde al orden público nacional de cada Estado. En definitiva, cuando se pida una información 
en el marco o en aplicación de este tratado, quien aplicará esta norma y analizará su orden público 
será el Estado al cual se le requirió la información. En principio, una declaración sobre el alcance o no 
del orden público estimo que no estaría en ningún caso aclarando el sentido. Digo esto porque, en 
última instancia, quien va a definir si se trata de violación o no del orden público interno será la 
administración requerida o, eventualmente, un juez. A través de ellos se decidirá si el tratado atenta 
contra disposiciones del orden público o no. 


Estas son algunas aclaraciones que, en representación del Ministerio de Relaciones 
Exteriores, queríamos realizar sobre el punto en cuestión. 


Muchas gracias y quedamos a disposición de los miembros de la Comisión. 


SEÑOR SERRA.- Siguiendo la línea de exposición del Director Mata y teniendo en cuenta la 
comparecencia de los técnicos invitados por la Comisión de Asuntos Internacionales, queremos 
referirnos, en particular, al análisis de dos aspectos que fueron expuestos en esas instancias. El 
primero de ellos está referido al suministro de la información con carácter retroactivo y, el segundo, al 
uso de la información proporcionada por Uruguay que haga el Estado contraparte. 


En lo que se refiere al principio de la irretroactividad, corresponde señalar -tal como lo 
manifestó el señor Ministro de Economía y Finanzas en su comparecencia- que la información que sea 
objeto de intercambio será solo la generada con posterioridad a la entrada en vigencia del acuerdo. 
Para ello se tendrán en cuenta los períodos fiscales que se inicien durante o después de la fecha de 
entrada en vigor del convenio. En este documento que fue entregado oportunamente por el señor 
Ministro -y así fue dado a publicidad en la página web del Ministerio de Economía y Finanzas- se 
abundaba en la línea argumental utilizada para sostener esta tesis. Recuerdo que en aquella instancia 
dijimos que el principio de irretroactividad de los tratados estaba claramente consagrado en el artículo 
28 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. De acuerdo con este principio, los 
tratados no se aplican a los hechos que hayan tenido lugar antes de su entrada en vigencia, así como 
tampoco a las situaciones que hubieren dejado de existir antes de la fecha de entrada en vigor. Por lo 
tanto, en el acuerdo sobre intercambio de información suscripto con la República Argentina, la 
información que proporcionará la administración tributaria uruguaya por requerimiento de la contraparte 
estará rigurosamente limitada a aquella que se genere en forma posterior a la entrada en vigor del 
convenio. 


En el marco de las negociaciones, esta definición -que por otra parte era el objeto perseguido 
a la hora de sentarnos a negociar con la contraparte argentina- fue adoptada con independencia de los 
criterios que puedan imperar en el seno de los países miembros de la OCDE. 


En relación al ámbito del Foro Global sobre Transparencia e Intercambio de Información 
Fiscal, queremos dejar claro que esta problemática aún no ha sido laudada, aunque existe una clara 
mayoría en el sentido de que la información a proporcionar no está restringida por el principio de 
irretroactividad. El hecho de dejar absolutamente claro que la irretroactividad se aplica con carácter 
general en el ámbito del convenio constituye para nosotros un logro alcanzado con Argentina. 


En conclusión, la interpretación del Poder Ejecutivo es que la retroactividad no se presume; 
si se desea que el convenio tenga efectos retroactivos, habrá que dejarlo a título expreso en el propio 
acuerdo de intercambio de información. 


Otro de los problemas planteados en el seno de la Comisión refiere a la utilización de la 
información proporcionada. No nos referimos a la información a suministrar, sino al uso que de ella 
haga la contraparte. 


Queremos destacar que el acuerdo sobre intercambio de información en materia tributaria 
tiene por objeto la asistencia mutua mediante el intercambio de información que refiere a datos, 
declaraciones o documentos, con independencia que ello se trate. 


Esta utilización de información estará acotada, en lo que refiere al objeto del convenio, a la 
administración y a la aplicación del Derecho interno relativa a los acuerdos que el propio texto refiere. 
En tal sentido, el acuerdo regula en forma bilateral el conjunto de obligaciones y derechos de las partes 
contratantes para el cumplimiento del objetivo relativo a la información que será objeto de intercambio. 


Concretamente, en lo que refiere a la utilización de la información para la aplicación del 
Derecho interno de la contraparte, el acuerdo no contiene disposiciones específicas que establezcan 
condiciones o limitaciones de carácter temporal respecto del uso de la información. Por lo tanto, la 
posibilidad de utilización de la información suministrada para efectuar ajustes tributarios, generados 
antes de la vigencia del acuerdo, en rigor no constituye un problema de retroactividad del acuerdo. 


Se ha entendido que tampoco corresponde que el acuerdo, cuya naturaleza es de carácter 
bilateral, regule aspectos que son materia de soberanía nacional de las partes. Nos referimos, en 
particular, a la potestad tributaria, de la parte tanto argentina como uruguaya. 


El uso y el valor de la prueba obtenida a través del intercambio de información pasará a ser 
objeto de resolución en el Estado requirente, de conformidad con su Derecho interno, y esto se 
sustanciará ya sea en ámbitos administrativos o jurisdiccionales. 


Quedamos también a las órdenes para cualquier aclaración. 


SEÑOR PASQUET.- De acuerdo a la exposición que acaba de realizar el economista Serra, entiendo 
que se ha producido un cambio, no sé si puedo decir respecto de la posición del Poder Ejecutivo en 
toda esta materia, pero sí en cuanto al cuadro de situación que se había manejado en la Comisión de 
Asuntos Internacionales del Senado en las últimas sesiones. Después de escuchar a varios 
especialistas que vinieron a asesorarnos, habíamos llegado a un entendimiento -que, por supuesto, no 
consta en ningún acuerdo ni nunca fue votado- y, si no me equivoco, la interpretación que habíamos 
hecho era en el sentido de que Uruguay no solamente había obtenido una disposición que establecía 
que el tratado entraría en vigencia luego de treinta días contados a partir de su aprobación, etcétera -o 
sea que esto excluiría la aplicación retroactiva ya que, de acuerdo con este tratado, no se podría pedir 
a Uruguay que aporte información obtenida con anterioridad a la fecha de su entrada en vigencia- sino 
que, además, no aceptaríamos que se utilizara esa información para realizar indagatorias o pesquisas 
sobre la situación en tiempos anteriores a la vigencia del tratado de los contribuyentes del otro Estado 
Parte. 


Precisamente, uno de los expertos que nos visitó -el doctor Costa- dijo que si se hiciera ese 
uso retroactivo de la información obtenida con posterioridad a la entrada en vigencia de este tratado, se 
estaría yendo más allá de los fines previstos y queridos por las partes contratantes; se estaría dando 
un uso contrario a lo que Uruguay piensa que debe ser lo correcto y podría configurarse un 
incumplimiento, una violación del acuerdo que podría dar mérito a la denuncia del tratado. 


Quiere decir que aun partiendo de la base de que el tratado no permite que se pida 
información obtenida con anterioridad de su entrada en vigencia, el uso de esa información para hacer 
investigaciones en períodos anteriores igualmente constituiría un incumplimiento del acuerdo, un uso 
contrario al espíritu que anima a Uruguay, por lo menos, cuando celebra el tratado. 


A partir de ese entendimiento común fue que se avanzó en la consideración de posibles 
fórmulas para asegurar esto en las disposiciones, ya sea mediante la propuesta de una cláusula que 
oficiara como reserva -que tendría que ser aceptada por la otra parte- una declaración interpretativa, la 
consideración de que se violaría nuestro orden público si se solicitara la información para usarla para 
investigar períodos anteriores, etcétera. 


Este fue el entendimiento con el que nos habíamos manejado en la Comisión hasta ahora, 
pero de la exposición que acaba de realizar el economista Serra queda bien claro que el Poder 
Ejecutivo no está razonando como lo estábamos haciendo nosotros, sino que entiende que si se usa la 
información obtenida de acuerdo con el tratado para los fines que la República Argentina, de acuerdo 
con su Derecho interno considera pertinente, no podríamos decir nada porque se trataría, 
precisamente, de un tema interno de ese país. 


Creo que esto representa un cambio respecto de lo que veníamos considerando hasta ahora 
y me parece que esta visión de las cosas que acaba de exponer la representación del Poder Ejecutivo 
está muy en línea con los criterios dominantes en el Foro Global. Hemos leído en la prensa de hoy que 
al mismo tiempo que se habilitó el pasaje de Uruguay a la Fase Il de revisión de los pares, se instó a 
nuestro país -no recuerdo exactamente a través de qué mecanismos ni procedimientos- a que la 
aplicación de las normas sobre flexibilización del secreto bancario pueda hacerse aun por períodos 
anteriores a la entrada en vigencia de la ley que dispuso esa flexibilización. Es decir que el Foro Global 
no solo admite sino que también promueve una interpretación de las normas que, digamos, permita su 
uso retroactivo; no nos estamos refiriendo a una vigencia retroactiva sino al uso retroactivo de la 
información que se obtenga. 


Entonces, creo que esto nos ubica exactamente en el cuadro de situación. Mediante este 
tratado, lo que vamos a hacer es permitir que la República Argentina obtenga información a partir de la 
fecha de su entrada en vigencia, pero que después la use como ese país lo entienda pertinente. Lo que 
estaríamos diciendo es que Uruguay conoce esa posibilidad y, en cuanto ratifique el tratado así como 
está, consiente el hecho de que la información se utilice de esa forma. 


Sin perjuicio de las valoraciones que a algunos nos merezca esta situación -por ejemplo, el 
Partido Colorado es contrario a aprobar un tratado que pueda tener estas consecuencias- creo que es 
muy importante y positivo advertir con claridad qué es lo que estaríamos aprobando con este tratado. 
No fantaseemos con la hipótesis de que se nos va a permitir a nosotros mañana oponernos a que se 
use la información retroactivamente; no. Vamos a aprobarlo a sabiendas de que esto puede ser usado 
para indagar la situación de los contribuyentes con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia del 
tratado y estaríamos consintiendo esa posibilidad que maneja la representación del Poder Ejecutivo 
cuando viene al Senado a decirnos qué alcances tendría su aprobación. 


Esto es lo que acabo de entender, y si estuviera equivocado, agradecería que se me 
corrigiera. 


SEÑOR ROMANO.- Agradezco la oportunidad de poder concurrir a este ámbito a intercambiar ideas 
respecto de este tratado. 


Es natural que puedan surgir algunas dudas interpretativas en cuanto a que en varios 
aspectos se aparta de lo que es el modelo de la OCDE en relación al intercambio de información. 
Precisamente, se aparta del modelo marco de la OCDE debido a logros que obtuvo Uruguay en lo que 
fue la negociación del tratado. Por lo tanto, voy a comenzar por lo último que señalaba el señor 
Senador Pasquet. 


Se decía que el tratado le permitiría a la República Argentina obtener información generada 
justamente a partir de su vigencia y que ese país podría hacer con esos datos lo que quisiera de 
acuerdo a su ordenamiento interno. En realidad esto no es así y esta no es la interpretación que tiene 
el Poder Ejecutivo. Y esto no es así porque, precisamente, el Poder Ejecutivo en la negociación tuvo 
especial cuidado de incluir en el texto del tratado cláusulas garantistas respecto de los distintos 
contribuyentes que pudieran ser objeto de indagaciones. [Es así que este tratado que logramos 
suscribir con la República Argentina se aparta del modelo de la OCDE en la medida en que establece 
una serie de restricciones al Estado requirente que no están en ese modelo. Por ejemplo, el Estado 
requirente, en el marco del tratado suscrito por Uruguay no puede, a los efectos de la obtención de 
información, enviar funcionarios a realizar fiscalizaciones en el otro Estado. Insisto, no lo puede hacer y 
está explícitamente consagrado en el modelo de la OCDE. Tampoco podría el Estado requirente 
solicitarle en este caso a Uruguay información en el marco de lo que se denominan fishing expeditions. 
Quiere decir que no podría solicitarnos información al barrer, por ejemplo, respecto a los argentinos 
que tuvieran inmuebles en Punta del Este. Todos estos apartamientos significaron restricciones o 
garantías que el Estado uruguayo o que la delegación del Poder Ejecutivo incluyó a texto expreso 
apartándose de lo que es la norma general del modelo de la OCDE. 


Ahora bien; de acuerdo con esto, lo que se comentaba en la intervención anterior es que del 
texto del tratado no se puede inferir que la Argentina pueda utilizar la información a los efectos de 
dirimir cuestiones anteriores a su entrada en vigencia. No obstante, tenemos que tener presente que 
eso tiene la restricción de que la información solamente puede ser utilizada -y esta es una restricción 
explícita y expresa del tratado- a los efectos meramente impositivos, en primer lugar, siempre y 
cuando no afecte el orden público y no sea, por ejemplo, en el marco de una persecución política, para 
citar una situación concreta. En realidad, no es que Argentina con la información obtenida en el marco 
del tratado pueda hacer lo que quiera de acuerdo a su ordenamiento interno; no es así. Argentina tiene 
límites adicionales, aunque no le vienen dados desde el punto de vista temporal en lo que refiere a la 
utilización de la información. Además, sostener que existirían límites desde el punto de vista de la 
utilización temporal, en realidad generaría algunas distorsiones, no ya en el ámbito bilateral con la 
República Argentina, sino eventualmente distorsiones multilaterales con todos los Estados con los que 
Uruguay tiene convenios suscritos, incluso en vigencia en algunos casos. Las cláusulas de esta 
naturaleza existen en todos los convenios. 


Entonces, en realidad, debemos dimensionar el problema no solamente en un ámbito bilateral 
con Argentina; interpretaciones de esa naturaleza pueden tener una dimensión multilateral con todos 
los Estados miembros de los que somos contraparte en algún convenio de este tipo. 


SEÑOR MICHELIN!I.- Solicito que se suspenda la toma de la versión taquigráfica. 
(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR PASQUET.- Quisiera formular un breve comentario a propósito de lo expresado por el 
contador Romano. Coincido con él en cuanto a que este tratado contiene disposiciones que protegen el 
interés uruguayo -como, por ejemplo, que no se permiten inspecciones de la agencia argentina en 
nuestro territorio y otras por el estilo-, pero lo relativo al uso de la información para investigar períodos 
anteriores a la fecha de su entrada en vigencia no es materia de norma alguna. El contador Romano 
también estuvo de acuerdo en señalarlo. A esos efectos no hay protección formal, pues no hay una 
norma en el tratado que lo contemple. 


Se dirá que el Derecho interno argentino tampoco prevé la posibilidad -evidentemente ilícita- 
de que la información se utilice con fines de persecución política, pero justamente en ningún 
ordenamiento interno hay normas que habiliten una arbitrariedad; el problema es que las 
arbitrariedades igual ocurren. Estamos frente a una relación bilateral y sabemos que estos elementos 


están sobre la mesa. Es muy difícil precisarlos y hacer que las preocupaciones que podamos tener 
respecto de estas situaciones cristalicen en normas jurídicas, pero lo cierto es que en este tratado no 
hay norma alguna que impida ese uso de la información para investigar situaciones, actos o períodos 
anteriores a la fecha de entrada en vigencia del tratado. 


Argentina podrá decirnos mañana que va a utilizar su información de acuerdo con lo que 
soberanamente entienda que le conviene y que le interesa; ese es un tema interno de la República 
Argentina. Tal como resulta de la apreciación del tratado, creo que esta es la situación. Si queremos 
cambiar eso, tendríamos que gestionar una modificación del tratado -lo cual plantea las dificultades 
diplomáticas obvias- o bien tendríamos que hacer una declaración unilateral con los efectos 
restringidos que el doctor Mata correctamente ha señalado. 


Me parece que ese es el terreno sobre el que nos estamos moviendo y debemos tenerlo en 
cuenta a la hora de decidir si aprobamos o no el tratado en estas condiciones. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR RUBIO.- Entiendo la preocupación que acaba de manifestar el señor Senador Pasquet. Este 
tema estuvo planteado desde el principio en la Comisión y desde ese momento se supo que se trata de 
una relación entre Estados soberanos. Si a juicio de Uruguay llegara a producirse la distorsión de 
finalidades y cometidos del tratado para dar alcances que perjudican notoriamente a ciudadanos 
argentinos que tienen inversiones en nuestro país, ahí se plantea una situación política que no es 
resoluble por el texto del tratado -ni podría serlo- porque sería una incursión en la legislación interna de 
carácter retroactivo y me parece que está afuera de todo parámetro. Entonces, Uruguay puede hacer lo 
que ya hemos hablado en esta Comisión; en realidad, en determinado momento puede llegar a la 
conclusión de que el tratado, en los términos en que está funcionando, no es conveniente a los 
intereses del país. A su vez, las autoridades del Poder Judicial y demás que tienen que viabilizar la 
información en ese contexto, es posible que no den respuestas, que denuncien el tratado o que haya 
otros cursos de acción. Pero estamos en otro terreno: en el de las garantías extraordinarias contra todo 
mal posible, y creo que eso es inviable más allá del Estado de que se trate aunque el problema es de 
más alto riesgo con algunos. Creo que estamos en ese terreno, pero el tema es si encontramos 
diferencias de interpretación en el texto del tratado. 


En realidad, las distintas representaciones y opiniones que han arribado a esta Comisión han 
tenido algunos matices acerca de este punto -con mayor o menor énfasis en cuanto a la 
irretroactividad- que han sido de mucho interés, así como también, algunas ideas sobre la posibilidad 
de que Uruguay en forma unilateral realice determinadas declaraciones o manifestaciones que podrían 
tener interés político. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero saber, de acuerdo a los organismos internacionales, cuál sería la fecha 
máxima -si es que existiere- que puede disponer Uruguay para la aprobación de este tratado. 


SEÑOR SERRA.- En rigor, no hay términos exactamente prestablecidos, pero hay que conservar el 
principio de la buena diligencia. No sería muy bien mirado por la comunidad internacional que este 
convenio no siguiera el ritmo que ha tenido el proceso parlamentario de los convenios anteriores. Es 
decir, ni apurarlo ni retrasarlo demasiado; que tenga su justo tiempo. En la medida que Uruguay no 
avance en el proceso de aprobación parlamentaria, o la aprobación parlamentaria se retrase en 
relación con el procesamiento de otros convenios, podría ser objeto de un reclamo por la contraparte 
argentina en el seno del convenio. Por eso, desde el Poder Ejecutivo entendemos que el ritmo debería 
ser el apropiado con relación al resto de los convenios que se están procesando. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Quiero dejar una constancia con relación al tratamiento que ha tenido este 
proyecto en la Comisión, porque hemos leído en la prensa que no ha habido la suficiente diligencia 
para abordarlo, de manera que me interesa poner en negro sobre blanco cómo hemos procedido. 


Este proyecto ingresó en pleno tratamiento de la Rendición de Cuentas y durante ese período, 
si bien se habilita el funcionamiento de las Comisiones, esto se hace con carácter excepcional, es decir 


que las Comisiones que están citadas ordinariamente no sesionan y solo cuando hay una razón 
extraordinaria para que se reúnan se procede a convocarlas. Este último fue, precisamente, el criterio 
que se siguió en este caso, y en pleno tratamiento de la Rendición de Cuentas esta Comisión sesionó y 
recibió a destacados especialistas en el tema. Muchos de nuestros invitados seguramente tienen las 
versiones taquigráficas de las intervenciones, en las que creo que hay aportes sobre la teoría, la 
doctrina y la práctica en esta materia que bien valía que tuviéramos en cuenta antes de tomar una 
decisión sobre un tratado que, sin duda, es muy trascendente. 


La Comisión funcionó y tuvo quórum permanentemente; en una sola oportunidad, en razón de 
que el Presidente y el Vicepresidente tenían una misión muy importante en el exterior, no se realizó la 
sesión, pero incluso estábamos fuera del período ordinario de sesiones de las Comisiones y en esos 
momentos normalmente no se prevé que sean convocadas. En el día de hoy, martes, estamos 
realizando esta sesión extraordinaria, porque queremos darle la debida dedicación al estudio del tema 
y, al mismo tiempo, mostrar la mejor disposición para abordarlo y resolverlo, en la medida en que, sin 
duda, es un tema trascendente pero que, por ese mismo motivo, requiere un estudio pormenorizado. 
Seguramente el próximo jueves volveremos a reunirnos, ya en sesión ordinaria, y en el mes de 
noviembre el tema ingresará al Pleno del Senado para su consideración. 


SEÑOR PASQUET.- Simplemente quiero señalar que sería perfectamente posible contemplar las 
eventualidades que nos preocupan a través de una cláusula que dispusiera, por ejemplo, que las 
partes se obligan a no utilizar la información obtenida de conformidad con el tratado para considerar 
situaciones, actos o lo que fuere, anteriores a la fecha de entrada en vigencia. Las dificultades de 
negociación de una cláusula así son obvias, pero es conceptualmente posible plantearla. No se trata 
de protegerse con las máximas garantías contra todo riesgo posible, sino de prever específicamente 
una eventualidad que no arbitrariamente nos preocupa. Hay fundamentos para que nos preocupe algo 
así. Por supuesto, a nadie se le ocurriría plantearle a ningún Estado que se comprometa a no utilizar la 
información con fines de persecución política, porque ese solo planteo sería agraviante, pero se podría 
perfectamente plantear algo que no tiene por qué ofender a nadie, que es decir que ambas partes se 
obligan en el sentido que exponía al comienzo de esta intervención. Me hago cargo de las dificultades 
que plantea esto, por razones que son obvias para todos, pero deseo señalar que este tratado carece 
de esta protección. 


SEÑOR POLGAR.- Quiero realizar algunas consideraciones remitiéndome al principio de la 
presentación. 


Como surge de las manifestaciones del Gobierno y, en particular, de las intervenciones del 
señor Ministro de Economía y Finanzas, tanto en esta Casa, en la Comisión, como en la presentación 
del proyecto, este equipo negociador tenía objetivos y reglas claras a los cuales ceñirse. Entre ellos 
estaba el de atender los temas estratégicos importantes en esta materia y aprovechar esta oportunidad 
para obtener, favorablemente a Uruguay, acuerdos para evitar la doble tributación, lo que finalmente se 
logró. Había un enfoque garantista, muy sensible seguramente a la situación del momento y a 
preocupaciones que recogieron el Ministerio y el Gobierno sobre los aspectos tributarios con la 
Argentina y el tratamiento de la información a intercambiar, encuadrado en el marco del objetivo de la 
no retroactividad del convenio. Nosotros entendemos que en eso no hay ambigúedad, que los objetivos 
fueron alcanzados y que en el transcurso de la rica discusión, en particular en esta Comisión, surgieron 
otras consideraciones que, independientemente de los aspectos estratégicos de negociación, van más 
allá de los alcances tributarios y de la evaluación que hacemos en forma positiva; eso no es algo 
autocomplaciente, sino que surge de comparar este hecho con negociaciones similares que Uruguay 
obtuvo. No es cuestión nuestra opinar sobre las posibilidades o no de avanzar con Argentina en algo 
más amplio aparte de las garantías. No estamos hablando de garantías sino de exoneraciones o 
perdones a situaciones tributarias anteriores que, en definitiva, son materia de otras negociaciones, si 
es que se decide ir por ese camino. Por tanto, eso excedía la tarea que tenía este equipo negociador 
una vez alcanzados los objetivos de la no retroactividad del convenio, un régimen de garantías y la 
inclusión -lo reitero- en un formato sui géneris distinto de los internacionales o estándares, aspectos 
también importantes en materia de doble tributación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos muy especialmente al distinguido equipo de profesionales y 
asesores del Ministerio de Relaciones Exteriores y del Ministerio de Economía y Finanzas que nos han 
visitado en el día de hoy. 


(Se retiran de Sala los representantes del Ministerio de Relaciones Exteriores y del Ministerio de 
Economía y Finanzas.) 


(Ingresa a Sala el doctor Juan Manuel Rivero Godoy.) 


-La Comisión de Asuntos Internacionales tiene mucho gusto en recibir al doctor Juan Manuel 
Rivero Godoy, a quien se ha invitado a esta Comisión a efectos de darnos su opinión profesional sobre 
el acuerdo entre la República Oriental del Uruguay y la República Argentina, relativo al intercambio de 
información tributaria y método para evitar la doble imposición y su Protocolo. 


Por tanto, agradeciéndole su presencia, con mucho gusto le damos la palabra para que se 
exprese en consecuencia. 


SEÑOR RIVERO.- Agradezco vuestra invitación. Para ilustrar a los señores Senadores, soy profesor 
de Derecho Internacional Público de la Facultad de Derecho y la opinión que voy a brindar tiene que 
ver con un contenido académico, análisis que, antes de la entrada en vigencia del tratado, es 
hipotético. 


Me interesa señalar algunas cuestiones que, desde el punto de vista del Derecho 
Internacional, pueden llamar la atención a la hora de celebrar este tipo de tratados y, sobre todo, el 
contexto en el que se celebran. Realizo esta puntualización porque el tema de la política exterior que el 
país maneja es importante, sobre todo cuando celebra tratados vinculados al intercambio de 
información y para evitar la doble tributación, en los que pueden surgir algunas diferencias 
sustanciales. Un ejemplo de ello es el reciente acuerdo celebrado con Suecia -también con Islandia- en 
el que se ha previsto el intercambio de agentes fiscales entre Uruguay y Suecia. Sin embargo, en el 
tratado con Argentina -contemplado en la carpeta N* 960/2012- no se ha previsto el tema de las 
inspecciones fiscales de un Estado al otro. Seguramente, los conocedores de la materia jurídica sabrán 
que lo que no está prohibido, está permitido. Por lo tanto, considero que esa afirmación no es del todo 
correcta. 


Un detalle no menor a tener en cuenta es que en el texto del acuerdo se dice que no han 
sido incluidas las fishing expeditions, es decir, aquellas informaciones que solicita un Estado -en este 
caso de aplicación del tratado, la AFIP- con carácter meramente especulativo. Leí el tratado para ver si 
esto era realmente así y pude ver que, de acuerdo con lo que establece el artículo 2.4, no concuerda. 
Allí se dice lo siguiente: “El presente Acuerdo no incluye medidas dirigidas únicamente a la simple 
recolección de evidencias con carácter meramente especulativo (“fishing expeditions””. En realidad, 
tampoco las está prohibiendo; este es un detalle que llama la atención porque en la carpeta se habla 
de que está expresamente previsto. Dice que está prohibido; sin embargo, no lo está. Simplemente 
este es un detalle al pasar. 


Antes de avanzar en la consideración del proyecto de ley, voy a hablar del contexto en el 
que, a mi juicio, se celebra este tratado, para luego referirme a algunos detalles de sus disposiciones. 


Según la investigación que pude realizar sobre este tratado, el contexto se corresponde con 
el período 2009 - 2012, ante los reiterados reclamos de la OCDE para con el Uruguay, en el entendido 
de que no ha cumplido con determinadas recomendaciones exigidas a los miembros. Ahora bien, para 
quienes no lo son y, en aplicación de los principios del Derecho Internacional, la primera pregunta que 
deberíamos formularnos es por qué el Uruguay hace tanto hincapié en dar cumplimiento a 
recomendaciones de un organismo al cual no pertenece, como tampoco pertenece Argentina al día de 
hoy. Simplemente, Uruguay y Argentina son parte del Foro Global sobre Transparencia e Intercambio 
de Información Fiscal en Materia Tributaria, ámbito en el que se discuten cuáles serán los criterios o 
estándares para considerar que un Estado tiene transparencia fiscal. 


Hay otra cuestión relacionada con este tema, que es la siguiente. Ese llamado de atención 
que la OCDE realizó al Uruguay -seguramente los señores Senadores recordarán que fue incluido en 
las famosas listas de la OCDE, lo cual actúa como una especie de sanción internacional por el no 
cumplimiento de algunas de sus recomendaciones- deja al Estado uruguayo mal visto desde el punto 


de vista exterior por no cumplir con las recomendaciones. Precisamente, de ahí surge el problema de 
haber sido considerado el Uruguay “paraíso fiscal”. 


A partir de esos pedidos de la OCDE, entre los años 2009 y 2012 Uruguay ha hecho una 
gran masificación de tratados para el intercambio de información y para evitar la doble tributación. 
Hasta el momento he registrado que se han celebrado ocho tratados sobre intercambio de información 
y doce para evitar la doble tributación, entre tantos otros más porque, por ejemplo, el de Brasil está en 
vías de negociación. Entonces, el punto también es tratar de dilucidar hasta dónde el Uruguay posee 
un sistema propio de fiscalidad internacional o si realmente sigue las recomendaciones de la OCDE, 
que obedece a otros intereses diferentes a los de nuestro país. 


Todo esto comenzó con los tratados para evitar la doble tributación. ¿Cuál era el mayor 
problema? En el caso de países que utilizan el criterio de la residencia, como Estados Unidos, que 
grava a sus residentes por el hecho de ser norteamericanos, surge la necesidad de saber realmente a 
dónde va ese cúmulo de capitales o hacia qué países. La idea primaria era justamente flexibilizar, 
permitiéndole a una persona nacional que aplique un crédito fiscal cuando invierte en el exterior. 


Sin embargo, una vez que los países lograron cumplir estas recomendaciones de la OCDE, 
surge una nueva necesidad en ese ámbito: ser transparentes fiscalmente desde el punto de vista 
internacional. Aquí el problema ya es otro, es decir, saber realmente hacia dónde van esas inversiones. 
Desde ese momento la OCDE comienza a exigir a los Estados que cumplan con sus estándares para 
no ser sancionados. A mi entender eso sería desde el punto de vista meramente moral, porque en 
realidad los que no son parte de la OCDE no podrían realmente ser sancionados, o por lo menos el 
Estado debería hacer hincapié en que esas sanciones no deberían ser tales, máxime si invocamos las 
disposiciones de la Convención de Viena del año 1969 que Uruguay ha ratificado. Es así que empieza 
esa puja de intereses entre los Estados que exportan los capitales y aquellos que los importan, como 
es el caso del Uruguay y otros tantos. 


Como mencioné, es así que surge la necesidad de luchar contra los famosos paraísos 
fiscales. Por ello, hoy la OCDE exige que los países tengan determinados cúmulos de tratados para el 
intercambio de la información. En un principio Uruguay había cumplido, pero la OCDE posteriormente 
exigió que los tratados fueran con países de relevancia. Quiere decir que ya no solo basta firmar 
tratados con pequeños Estados o países sino que, además, estos deben tener cierta relevancia. Es así 
que la OCDE ha manifestado que el Uruguay debería firmar tratados con Argentina y Brasil. En el caso 
de la Argentina, si mal no me informaron, se estaría votando el próximo jueves. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No necesariamente. 


SEÑOR RIVERO.- Disculpen, en realidad, soy un académico; simplemente me comentaron por 
teléfono que el jueves lo votaban. 


Aclaro también que la OCDE nuclea al Grupo del G20. No olvidemos que también hay otro 
contexto, que es la crisis económica internacional que tienen los países un poco más desarrollados 
que el nuestro, donde justamente surge también la necesidad de saber hacia dónde van esos capitales 
nacionales o dónde se invierten. 


Si no me equivoco, en realidad no hay una sanción hacia aquellos países que son 
considerados paraísos fiscales. El tema es que estos países desarrollados tienen un problema con 
otras naciones, como el Uruguay u otras, que tienen una baja tasa de imposición -ese es el problema- 
o que protegen celosamente determinado secreto, como sucede en Uruguay con el secreto bancario, 
tributario, etcétera. 


Como decía hace un momento, es en ese Foro Global sobre Transparencia e Intercambio de 
Información Fiscal que se aconseja disponer de determinados acuerdos en esta materia. 


Actualmente la OCDE va cambiando parámetros constantemente para entender qué países 
cumplen con sus obligaciones, por decirlo de alguna manera. Ahora Argentina ha firmado el nuevo 


acuerdo sobre intercambio de información tributaria, que es multilateral y que la OCDE ahora exige a 
los países. Entonces, la pregunta que uno se podría llegar a hacer aquí es: ¿Uruguay también firmará 
este acuerdo de intercambio de información en materia tributaria? Lo planteo porque en una entrevista 
realizada al Canciller a propósito de aseveraciones efectuadas por Sarkozy sobre el Uruguay, se dijo 
que nuestro país no estaba cumpliendo ninguna especie de mandado a la OCDE. Sin embargo, si uno 
observa todos los tratados que Uruguay ha firmado, prácticamente es el modelo OCDE; las 
disposiciones más importantes son de ese modelo. No estoy diciendo que esto esté bien o mal, sino 
simplemente que si Uruguay quiere ser parte de la OCDE, debería manifestarlo expresamente y 
plantearse hasta dónde estos convenios le sirven a nuestro país. No estoy diciendo específicamente 
que este convenio con Argentina sea nocivo sino que, a la luz del tratado y en comparación con otros, 
parecería que, en realidad, no constituiría un beneficio para Uruguay sino que obedece a la política 
interna de Argentina. Hago hincapié en esto porque implicaría un gasto o recurso para Uruguay a la 
hora de hacer estos tratados. 


Por otro lado, quiero señalar un aspecto que me parece que es el más importante. Me refiero 
a que de no cumplir esta serie de exigencias que la OCDE plantea, hay establecidas determinadas 
sanciones, es decir, ubicarnos en determinadas listas. 


Entonces, habría algunas preguntas para plantearse. En lo personal, entiendo que hay una 
injerencia injustificada de la OCDE en el sistema tributario uruguayo, porque es potestad tributaria del 
Estado determinar su sistema tributario -valga la redundancia- tanto a nivel interno como internacional. 
Además, esto no solo se complementa con los tratados de intercambio de información, sino que hace 
poco tiempo, para el capital mobiliario, Uruguay ha gravado la fuente extranjera y también debemos 
tener en cuenta el reciente cambio respecto de las acciones nominativas. 


Todo esto va de la mano porque tanto la OCDE como el G20 han anunciado que es necesario 
relevar todo tipo de secretos -sea tributario o bancario- y se estaría frente a la terminación de todo tipo 
de secreto. 


Yendo directamente a algunas cuestiones relativas al tratado en sí mismo, quiero decir que 
una de las particularidades que me ha llamado la atención -sobre todo, luego de haber leído la mayoría 
de los tratados que Uruguay ha celebrado- es la poca claridad cuando se define el territorio. Esta es 
una cuestión bastante importante porque parece que se confunden los conceptos de jurisdicción y 
soberanía. Precisamente, en el punto (b) del artículo 1% se habla del territorio desde un punto de vista 
tautológico, o sea que se lo define por reiteración. Pero, a su vez, se habla de las áreas marítimas, 
donde ejerce soberanía y jurisdicción. Quiero recordar que Uruguay ha ratificado la Convención de las 
Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar que, justamente, es la que determina los diferentes niveles 
de soberanía que el Estado tiene sobre las aguas adyacentes a su mar, para no ir más allá de la zona 
contigua donde están expresamente establecidas las competencia fiscales. 


Entonces, la jurisdicción la podría tener Uruguay en un buque que navegara en altamar pero, 
dentro de sus aguas, en realidad, lo que hay es simplemente soberanía en forma absoluta o atenuada. 


Luego se extiende la misma noción al espacio aéreo, siendo que es unánime, desde la 
Conferencia de Chicago de 1944 y de las reuniones de la OACI, que se considere que en el espacio 
aéreo la soberanía es absoluta, o sea que no hay derecho de jurisdicción en ningún sentido. Sin 
embargo, en otros tratados se han incluido algunas otras cuestiones que no voy a mencionar, pero 
advierto que existe cierta incongruencia a la hora de tener una noción clara de cuál es nuestro 
territorio. 


Otra cuestión a considerar es quién es el encargado de su implementación y aplicación si el 
día de mañana es aprobado y ratificado este tratado. Argentina ha sido más específica en designar a la 
AFIP como el organismo encargado de instrumentar el acuerdo, pero en Uruguay se ha designado al 
Ministerio de Economía y Finanzas, por lo que ya se podría suponer que se podrían generar demoras, 
en primer lugar, porque esa Cartera no cuenta con la información que sí posee la DGI. Pienso que en 
este sentido tal vez se podría haber sido un poco más directo y haber establecido en forma expresa a 
la DGl como organismo encargado, sin que fuera necesaria un acta de autorización -tal como 
establece el tratado- del Ministerio de Economía y Finanzas a su representante. 


Otro aspecto importante es el sentido que se le da al término “información”, que es muy 
amplio y figura en el literal (g) del artículo 1% del tratado. Allí se determina que se entiende por 
información todo dato, declaración, documento o registro cualquiera sea la forma que revista. A partir 
de ahora quiero centrarme en que la crítica mayor que le puedo hacer al tratado es desde el punto de 
vista del lenguaje porque, cuando no es claro, por lógica va a suscitar problemas de interpretación 
Debemos tener en cuenta que los tratados de doble imposición e intercambio de información que se 
basan en el acuerdo marco de la OCDE hay una cuestión muy importante, que son los comentarios. 
Esos comentarios tienen una interpretación auténtica y Uruguay no está acostumbrado a manejarlos, 
como sí lo hacen Brasil o Argentina, que los cita en su jurisdicción interna. 


Como decía, en cuanto a la información se establece que refiere a cualquiera sea el medio 
que revista. ¿Esto implica medios de tipo ilegal? Considero que en esta cuestión Uruguay debió haber 
dejado establecido a texto expreso que no se trata de cualquier tipo de información, sino de aquella 
que el ordenamiento jurídico uruguayo permita recabar. Creo que estamos ante una puerta muy abierta 
que puede llevar a distintas interpretaciones, sobre todo desde el lado argentino. 


El objeto del tratado radica en el intercambio de información y el método para evitar la doble 
tributación. Sin embargo, al leer la totalidad nos damos cuenta de que el objeto principal es el 
intercambio de información y no tanto el sistema para evitar la doble tributación. 


Otra cuestión tiene que ver con cómo se va a interpretar el tratado a la hora de su aplicación, 
lo que figura en el artículo 1% en general. El tratado establece que si se suscitan dudas, la 
interpretación que va a prevalecer será la de la parte que esté aplicando. ¿Esto qué significa? Pregunto 
porque se trata de un tratado bilateral y se supone que son las dos partes las que aplican. Si Argentina 
es quien aplica, prevalece su interpretación haciendo hincapié, obviamente, en los comentarios de la 
OCDE. Pero, ¿qué sucede con esos comentarios? ¿Son el contexto en el cual se va a aplicar? 
Tengamos en cuenta que los comentarios de la OCDE tienen la naturaleza de interpretación auténtica 
que les da la propia Organización que, por ejemplo, es partidaria de la retroactividad, lo que figura en 
sus comentarios; también es partidaria de que los comentarios sean interpretación auténtica, salvo que 
se disponga lo contrario, pero esto no está establecido en el tratado. Es más; la redacción que se le da 
en el tratado al artículo 1%, apartado 2, es la misma que figura en el acuerdo sobre intercambio de 
información multilateral. Quiere decir que Uruguay está dando por sentado que los comentarios del 
acuerdo son auténticos. Lo menciono porque no solo debemos tener en cuenta el tema de la 
retroactividad, sino el de que, previo acuerdo, vengan inspectores a nuestro Estado, cosa que el 
tratado hoy no prohíbe. Si el día de mañana Argentina quisiera hacer hincapié en esos comentarios, 
como Uruguay reconoció también su autenticidad, no podría dar marcha atrás, máxime cuando no 
existe una cláusula específica de solución de controversias; simplemente se remite a los criterios de los 
acuerdos que celebren las autoridades. Esto, desde el punto de vista internacional, plantea otra 
problemática. ¿Qué alcance jurídico tienen esos acuerdos? ¿Quién los celebra? ¿El Estado uruguayo? 
¿Cómo se incorporan? Se trata de aspectos que no se encuentran en el tratado, sobre todo cuando 
hay que hacerlo frente a un contribuyente. ¿Me explico? Los tratados ingresan vía firma, aprobación, 
ratificación y hasta discusión, pero su instrumentación y aplicación queda en manos de esos acuerdos 
a que refiere, por ejemplo, este tratado. No obstante, estos acuerdos crean reglas y disposiciones. 
Entonces, ¿cómo ingresan a nuestro ordenamiento? ¿Las aplican directamente nuestras autoridades? 
Pregunto porque es muy fácil impugnar la validez de los acuerdos que no ingresaron por esta vía. 


Por otra parte, reitero que los pedidos especulativos no están prohibidos. Sí queda claro que 
existe una especie de secreto tributario internacional, que está amparado por el secreto profesional y, 
por lo tanto, aquellos que se dedican a la materia tributaria no estarían obligados a brindar información 
relacionada con sus clientes, siempre y cuando obedezca a la profesión. 


Otro punto que me resultó interesante es que la información solo será expuesta en los 
procesos judiciales públicos o en sentencias judiciales. Pero se agrega que ello es así salvo que medie 
expreso consentimiento de la parte requerida para publicar en otros medios. Pregunto qué sucede con 
el contribuyente. Digo esto porque cuando hablamos de sentencias o de procesos judiciales públicos, 
se supone que hay un interés general en conocer la información del contribuyente, es decir, si evade 
impuestos o lo que fuere. Pero cuando establece “sin el expreso consentimiento por escrito de la 
Autoridad Competente de la Parte Requerida”, significa que Uruguay podría consentir que la 
información se publique en otro medio que no sean las sentencias judiciales ni los procesos judiciales 


públicos. En consecuencia, uno se pregunta si el Estado uruguayo está obligado a darle la vista previa 
para que el contribuyente realmente pueda alegar o defender su derecho. Realmente, esa parte queda 
inconclusa, no se expresa. Simplemente parecería que basta la autorización del Estado para que se 
publique. 


Otra cuestión que me parece importante es la relativa al método del crédito fiscal, que es el 
que se va a utilizar para que un residente argentino que tenga negocios en Uruguay y tribute 
determinadas rentas, pueda descontarlas en Argentina. 


Sin embargo, este punto lo discutí con un profesor argentino y, aunque fuera muy por arriba, 
llegamos a la conclusión de que había algunas cosas que no nos quedaban claras, sobre todo las 
relacionadas con la forma de aplicación de este sistema. 


En este sentido, en el artículo 11 se establece: “Cuando un residente de Uruguay obtenga 
rentas sometidas a imposición en Argentina, Uruguay deducirá del impuesto que perciba sobre las 
rentas de este residente un importe igual al Impuesto a las ganancias pagado en Argentina”. En 
consecuencia, si tributa el Impuesto a la Ganancia Mínima Presunta ¿va a poder deducirlo? Planteo 
esto porque el artículo 11 es el único que se refiere al método para evitar la doble imposición. Y si uno 
ve otros tratados -que tienen entre 30 y 40 páginas- en ellos hay un detalle mucho más minucioso con 
relación a otras cuestiones. Por tanto, parecería que si se tributa el Impuesto a la Ganancia Mínima 
Presunta, no se va a poder deducir de la renta uruguaya. Esa es la conclusión que uno saca, porque 
en el resto del artículo no parece estar. 


Luego se plantean algunas cuestiones con relación al Impuesto al Patrimonio. Según me 
decían, en Argentina no existe específicamente este impuesto. Sin embargo, aquí está mencionado en 
el artículo 11. Pero cuando uno lee el artículo 10, en el que se detallan los impuestos comprendidos, en 
Argentina no aparece en ningún momento el Impuesto al Patrimonio; solo aparecen el Impuesto a las 
Ganancias, el Impuesto a la Ganancia Mínima Presunta y el Impuesto sobre los Bienes Personales. 


Al final del tratado se hace una especie de equiparación, pero es de hacer notar que el 
lenguaje no ha sido claro porque no se detalla cómo se va a aplicar específicamente ese método. 


Con relación a las dudas, el artículo 12 del tratado establece que “las dificultades o las dudas 
que plantee la interpretación o aplicación del Acuerdo” serán directamente resueltas por las 
autoridades competentes de las partes o por medio de una comisión mixta a través de los acuerdos 
mutuos. Aquí nos preguntamos nuevamente: ¿cómo ingresan esos acuerdos mutuos al ordenamiento 
uruguayo? 


Yendo al tratado multilateral, allí se prevé que son los acuerdos mutuos o el arbitraje los que 
van a solucionar este problema. Es de destacar que la materia arbitral es muy compleja en el ámbito 
internacional, sobre todo porque cuando uno litiga en ese ámbito no lo hace en el idioma propio sino en 
inglés o francés, lo que significa una desventaja. La segunda desventaja es que hay que invertir en un 
bufete internacional porque el Uruguay no tiene grupos de litigadores internacionales como sí los tienen 
otros países y, además, porque va a litigar con reglas que le son ajenas, que son los comentarios de la 
OCDE. 


Un detalle que también me llamó la atención es el relativo a la entrada en vigencia, lo que 
está establecido en el artículo 13. Sin embargo, en el artículo 4% se establece que el acuerdo será 
aplicable incluso “a todo Impuesto establecido con posterioridad a la fecha de la firma del Acuerdo que 
se añada o que sustituya a los vigentes”. En realidad, creo que tendría que establecer impuestos 
posteriores a la entrada en vigencia, no a la firma. Digo esto porque una cosa es la firma del tratado, 
otra es la aprobación y otra, la ratificación. En definitiva, creo que debió haber dicho “la entrada en 
vigencia”. 


El otro detalle que debió haberse podido proyectar es cómo van a actuar los inversores 
argentinos en el Uruguay, porque nuestro país no va a dar información retroactiva, pero sí a partir de la 
entrada en vigencia. Eso no impide que el Estado argentino aplique su potestad tributaria para 


impuestos que no están prescriptos. Entonces, aquí se plantea qué sucederá en caso de crearse 
nuevos impuestos después de la firma pero antes de la entrada en vigencia, o sea, si el Estado 
argentino entiende -aplicando los comentarios de la OCDE- que está de acuerdo con la retroactividad. 
¿Esto generaría una especie de controversia? Este es otro de los detalles que también quedaron un 
poco inconclusos. 


Con relación a la entrada en vigencia de los asuntos tributarios, el artículo 2% se relaciona con 
los impuestos y asuntos penales tributarios comprendidos en el presente acuerdo, es decir que se 
refiere a aquellas cuestiones vinculadas con el dolo, pese a que el tratado no dice cuáles son esos 
asuntos tributarios. A partir de esto, la información en materia penal va a darse luego de la entrada en 
vigencia. Esto se basa en el principio de retroactividad de la ley penal. 


Otra cuestión que también me ha llamado la atención es que, en general, Uruguay ha excluido 
de la cooperación internacional los delitos tributarios, siendo muy específico en ello en muchos 
tratados, pero no en esta materia. 


Como conclusión, señalo que el tratado tiene ciertas incongruencias desde el punto de vista 
del lenguaje, lo que hace que a la hora de aplicarlo -sobre todo teniendo en cuenta el contexto 
argentino, en el que la Presidenta quiere saber a dónde han ido todas las inversiones y el capital 
argentino- queden muchas puertas abiertas. Además, habrá que tener en cuenta el volumen, o sea, si 
el Estado uruguayo tiene realmente la capacidad para atender todas las peticiones que Argentina le va 
a hacer. De no ser así, se podrá generar una especie de estancamiento del tratado o que sea de difícil 
aplicación, porque para cada cuestión tal vez se suscite alguna duda. Quizás hubiese sido importante 
redactar un anexo delimitando otras cuestiones más específicas -por supuesto, antes de la entrada en 
vigencia- para, por lo menos, dejarlas en claro, porque han quedado abiertas, sobre todo tomando en 
cuenta la incidencia que tienen los comentarios, que Uruguay ha reconocido como una interpretación 
auténtica. 


Finalmente, es de suma importancia saber hasta dónde Uruguay cumple con las 
recomendaciones de una organización a la cual no pertenece, no obstante lo cual, ante esos 
requerimientos, está mostrando constantemente cierta debilidad -a mi entender-al acatarlas. 


Estas son las mayores preocupaciones que me ha generado este tratado. 
Aclaro que voy a dejar el material o, si lo prefieren, lo puedo enviar vía internet. 
Quedo a las órdenes y muchas gracias por haberme recibido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le agradecemos su gentileza y el material que nos acerque se incluirá en la 
versión taquigráfica. 


Material entregado por el Dr. Juan Manuel Rivero Godoy 


Agradecemos muy especialmente la comparecencia del doctor Rivero Godoy, con quien 
quedamos en contacto. 


(Se retira de Sala el doctor Juan Manuel Rivero Godoy.) 
(Ingresa a Sala la delegación de la Cámara Inmobiliaria del Uruguay.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Asuntos Internacionales tiene mucho gusto en recibir a los 
integrantes de la Cámara Inmobiliaria del Uruguay, conformada por su Presidente, señor Conde, y los 
señores directivos Tortorella, Decurnex y Cedrani, a los efectos de exponer sobre el acuerdo entre la 
República Oriental del Uruguay y la República Argentina relativo al intercambio de información tributaria 
y método para evitar la doble imposición y su protocolo. 


Por este mismo tema también hemos recibido a una cantidad de profesionales en la materia 
y a delegados del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR CONDE.- Muchas gracias por recibirnos. Queremos aportar nuestra visión sobre el tema, que 
obviamente no es técnica ni política; es la impresión que tenemos por lo que realmente vivimos “en la 
cancha”, como se dice vulgarmente. Estamos sumamente preocupados porque esto afecta 
sensiblemente la inversión extranjera que hay en el Uruguay, sobre todo si partimos de la base de que 
en su gran mayoría es argentina. En el mercado hoy ya se están notando los efectos que tendrá la 
aplicación de un tratado de estas características y, más allá de los temas políticos o de transparencia a 
nivel mundial, creemos que el sector inmobiliario y de la construcción se van a ver muy resentidos, 
básicamente por dos sus artículos. 


Como bien saben los señores Senadores, en el Uruguay el sector de la construcción hoy 
emplea a 60.000 trabajadores en forma directa y se calcula una cifra aproximada a los 120.000 puestos 
de trabajo entre directos e indirectos. Según datos del Banco de Previsión Social, el Grupo 19, 
Subgrupo 5, correspondiente a las empresas inmobiliarias legalmente establecidas en nuestro país, 
emplea a 23.000 trabajadores en forma directa en el sector. Por lo tanto, estamos hablando de casi 
150.000 empleos a nivel nacional, sin contar los indirectos del sector inmobiliario que hoy ya se están 
viendo afectados por este tratado. 


Básicamente queríamos expresar que hemos podido recibir la visión que tiene el inversor 
argentino sobre esto, y si bien no es necesario que entre en detalles sobre el tema, todos sabemos que 
estas personas, más allá del tipo de acuerdo de que se trate, tienen muy arraigado en su cultura e 
idiosincrasia -más allá del gobierno de turno que exista en Argentina- el hecho de que no quieren 
que se sepa qué inversiones tienen en el exterior. 


Se ha dicho que hoy el mercado está más resentido por las coyunturas actuales, resultado 
de las medidas cambiarias que se han adoptado en Argentina, pero nosotros pensamos que hoy hay 
una señal muy clara en el sentido de que eso no es lo que está perjudicando o enlenteciendo el ritmo 
del mercado inmobiliario en el Uruguay. Decimos esto porque las divisas continúan saliendo de 
Argentina e, incluso, en cuanto se tomaron las medidas por todos conocidas, comenzaron a salir unos 
US$ 3.000:000.000 mensuales. Si bien creo que hoy la tendencia es menor -no tengo los datos 
exactos en este momento- esas cifras que salen de Argentina no han llegado al Uruguay y la inversión 
extranjera directa en nuestro país ha bajado. 


Debemos partir de la base de que nuestro país siempre fue atractivo para los argentinos 
porque, además de ser rentable -si no lo fuera, no vendrían- ofrece seguridades jurídicas y respeto por 
la forma de ser del Uruguay y, sobre todo, por los gobiernos que hemos tenido. Estos inversores 
aprecian mucho estos aspectos y los defienden, además de que estamos muy cerca de su país y 
tenemos como cierta hermandad. Sin embargo, las reglas de juego actuales están marcando otra 
tendencia y nosotros estamos a tiempo de intentar revertirlas o disminuir su efecto. Pensamos que si el 
tratado se aprueba en el Parlamento, después necesitaremos muchos años para volver atrás y que nos 
crean nuevamente. Creo que hoy todavía estamos a tiempo para dar el puntapié y cambiar esta 
situación. Por nuestra parte, no pretendemos que nunca se firme un tratado como este con Argentina, 
pero sí quisiéramos mencionar algunos puntos -luego mis compañeros se referirán a otros- que 
consideramos problemáticos. 


Se ha hablado sobre la retroactividad o no de este tratado y, respecto a esto, nos hemos 
interiorizado en el tema con el asesoramiento del abogado tributarista doctor Costa, quien dio una 
charla en la Cámara. Nosotros entendemos que es retroactivo, no así el pedido de información. Lo 
cierto es que la AFIP argentina podrá pedir información a partir de la vigencia del acuerdo y no 
respecto a cinco o seis años atrás; en eso estamos de acuerdo. El problema es que cuando pida esta 
información de una determinada persona, llamémosle Juan Pérez, y los datos arrojen que tiene tres 
inmuebles en el Uruguay, será obvio que no los compró ese mismo día. Por lo tanto, para la AFIP será 
muy fácil conseguir la información registral que le permita saber desde cuándo tiene esos inmuebles y 
así cobrarle los últimos cinco años. Además, hay que tener en cuenta que en Argentina esto está 
penado y puede transformarse en una causa penal. 


Otro de los puntos que quiero mencionar es el de la doble imposición que, en realidad, se 
produce en forma indirecta. Todos sabemos que en Argentina la carga tributaria es mayor que en 
Uruguay. Voy a poner un ejemplo: una persona adquiere un inmueble en Uruguay por el cual debe 
tributar $ 10 al año; sin embargo, en Argentina tributaría $ 30, pero al tenerlo declarado en la AFIP 
pagaría $ 20. Es decir que no va a pagar $ 30, sino la diferencia. Entonces, el negocio deja de ser 
rentable para Uruguay porque es como si el inmueble estuviera en Argentina. 


SEÑOR TORTORELLA.- Como bien dijo nuestro Presidente, el señor Conde, estamos muy 
preocupados por este tema. No voy a manejar argumentos jurídicos que ya están en conocimiento de 
todos, pero es cierto que esto afecta realmente la credibilidad del país, ya que se corta un proceso que 
se venía dando y además siembra un desvío para la inversión externa que es tan valiosa para 
nosotros. Por supuesto que hay otra biblioteca respecto al tema de la formalización de la tributación y 
de la evasión, que es muy comprensible, respetable y de interés para ambas naciones. No nos 
oponemos a eso -sería imposible pensar en esas cosas- pero sí hay que tener en cuenta el resultado 
no solo financiero y laboral -como decía el señor Conde, la fuente de trabajo está peligrando- sino el 
social y casi psicológico. 


El miércoles que viene voy a disertar en un congreso internacional en Mendoza y el panel en 
el que me toca exponer es, justamente, sobre inversiones en la región, y no sé qué hacer. Estuve 
preparando algo, pero tengo que defender al país con pocos argumentos; cada vez me quedan 
menos. Hace un año hubiera defendido al país con mucho entusiasmo, pero ahora veo que realmente 
la seguridad jurídica, la apertura y el aplauso que antes se les daba a los inversores ahora pasan por 
ponerles una cáscara de banana. Hay gente que va a hablar de Miami porque es la estrella para los 
argentinos en cuanto al tema de inversión extranjera. Además, habrá representantes de Chile y Perú 
que van a poder defender mejor su posición. Realmente, me siento debilitado, aunque de todas formas 
voy a tratar de defender al Uruguay planteando que estamos en un país natural, entre otras cosas. La 
verdad es que me voy a la guerra con un alfiler. Por ese motivo sería bueno recuperar esa credibilidad 
internacional que hemos forjado durante décadas con el apoyo de los gobiernos que, generalmente, 
han sido serios. Hay un gran número de personas que peligran por perseguir, de pronto, a un puñado 
de evasores que se quieren pueden identificar. 


SEÑOR DECURNEX.- Voy a hacer un planteo y una pregunta. No somos de la idea de decir no a un 
tratado; creemos que hay que ir por el camino de la transparencia, pero entendemos que, en este 
momento y en estas condiciones, un tratado haría peligrar las cifras del trabajo producido por esa 
inversión que estaba dando el señor Conde. Estamos de acuerdo con el tratado, pero no en estas 
condiciones. Tenemos algunos reparos; hemos conversado con diversas personas y algunas nos dicen 
que es la receta de la OCDE y que los tratados no se pueden cambiar, que se tienen que hacer como 
dice la OCDE. Nos preguntamos por qué el secreto bancario -sabemos que ahora hubo algunas 
noticias de la OCDE al respecto- tenía un tratamiento y el secreto tributario otro. Además, creemos que 
puede haber peligro de contaminación al abrir un canal directo de la DGI a la AFIP. Somos humanos y 
no podemos creer que seamos tan diferentes; entonces, en algún momento eso puede ser un vaso 
comunicante muy peligroso. Esto lo entendemos así. 


El mercado ha sido completamente penetrado por los argentinos y los desarrolladores de ese 
país están llevando adelante en Montevideo una cantidad de obras, así como también en Colonia. Sin 
embargo, ya no se habla más de obras nuevas de Colonia; es decir que solo queda lo que está en obra 
y nos está costando, porque el argentino no está. 


Soy uruguayo, pero represento una firma argentina y me dedico únicamente a promocionar al 
Uruguay en Argentina; no tengo clientes uruguayos y me doy cuenta de que todos los argentinos a los 
que les vendo están yendo a Miami. Nadie me lo tiene que decir, ni tengo que hacer grandes 
estadísticas; simplemente veo que la gente que venía a invertir acá se está yendo a Miami porque, en 
varios aspectos, la cancha está flechada y creo que esto la termina de flechar. Entendemos que vamos 
a perder esa porción de argentinos a los que se convocó. Convengamos que los convocó hasta el 
Presidente de la República en la última reunión en el Hotel Conrad; también lo hicieron el doctor Tabaré 
Vázquez y los Presidentes anteriores. Podría decirse que casi fue una política de Estado convocar a la 
inversión argentina. Creemos que no hay tanto apuro, como se dice, para considerar y aprobar este 
tratado. Es más, consideramos que perfectamente -más aun teniendo en cuenta las situaciones que se 
dan con Argentina- el Parlamento podría decir que no y sería un muy buen mensaje para la inversión, 


aunque luego nos podríamos sentar a redactar un nuevo tratado con la Argentina. No le decimos que 
no a un tratado, lo que planteamos es redactar otro distinto y ganar tiempo en ese camino hacia la 
transparencia, sin perjudicarnos en este momento. Esa es la filosofía a la que hemos arribado luego 
de muchas charlas y un gran debate entre los que estamos acá y los que hoy no han venido, pero a 
quienes estamos representando. 


Creo que están dadas las condiciones para que el Uruguay le pueda decir a la Argentina: “De 
esta manera, no”, para luego sentarnos a redactar un nuevo tratado. 


La pregunta que quería dejar planteada era si conocen cuál es la magnitud de los problemas 
que se podrían ocasionar al no firmar ahora el tratado, porque no hemos podido tener una contestación 
concreta al respecto. Reitero que quisiéramos saber cuáles serían los perjuicios reales que tendríamos 
si no firmáramos en este momento el tratado, lo que no significa que no nos sentemos nuevamente con 
Argentina a transitar ese camino. Recuerdo que, en un momento, con la Ley de Caducidad se habló de 
lo que iba a pasar con Amnistía Internacional, pero al final no sucedió nada. 


SEÑOR MILAR.- Integro la Asociación de Inmobiliarias de Punta del Este, pero también traigo la 
posición del Centro de Hoteles de Punta del Este y de la Cámara Empresarial. A lo que dijeron los 
compañeros podemos agregar que no solo estamos viendo la situación con respecto a la gran 
inversión en Punta del Este, porque esto va mucho más allá. Nos estamos refiriendo a que día a día 
nos enfrentamos a la gente que se ha jubilado en Argentina, que tiene un pequeño negocio y quiere 
hacer una inversión en Punta del Este, y aclaro que hablo de este balneario porque es el lugar que 
conocemos. En realidad, estamos notando -hemos venido diciendo esto desde principios de este año- 
una disminución en la compra de viviendas. Se puede decir que, de pronto, no toda la situación se ha 
generado a partir de esta negociación, pero me atrevo a decir que es así, al menos, en un 60% o 70%. 
No estamos hablando de los grandes evasores argentinos, sino de la gente común, es decir, de 
aquellas personas que quieren tener su segunda vivienda en el Uruguay y hoy, de alguna manera, 
están notando que este ya no es el país confiable que fue en otro momento. 


Es cuanto quería decir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia quiere recordar a los distinguidos visitantes que esta Comisión 
recibe las inquietudes, los planteos, las preguntas, las preocupaciones y todo aquello que puedan 
expresar y formular en esta instancia de comparecencia, pero este no es un ámbito de discusión, sino 
para recibir información. Obviamente, después los integrantes de la Comisión, en función de sus 
distintas pertenencias políticas y formas de apreciar y valorar esa información, resuelven en 
consecuencia. Por lo tanto, recibimos los aportes de los invitados como sumamente importantes y 
aseguramos que van a ser valorados de la misma forma en que lo serán otros que pueden pertenecer 
a la materia jurídica o a la de la representación de los equipos de negociación del Gobierno, tanto del 
Ministerio de Economía y Finanzas como del Ministerio de Relaciones Exteriores. 


Tiene la palabra el señor Bistiancic, de la Cámara Inmobiliaria de Maldonado. 


SEÑOR BISTIANCIC.- Sé que mis colegas y amigos han abordado muchos temas importantes, pero 
hay un punto de vista que quiero destacar, que es el fondo de la cuestión para nosotros, los 
comerciantes: el grave perjuicio que va a tener el Uruguay. Muchas veces se ve a los comerciantes de 
Punta del Este, Colonia, Maldonado y Rocha como personas ocupadas en hacer su negocio, pero creo 
que nosotros tenemos una visión más amplia, porque el nuestro es el negocio de todo el Uruguay; me 
refiero al turismo, que afecta a todo el país. Se trata de un negocio que es redistribuidor de los ingresos 
en forma directa, como no lo es ninguna industria. Hay que tener presente que apenas entra un turista 
el dinero se distribuye por toda la cadena de trabajadores. En este momento vemos que eso está en 
peligro, porque ya el año pasado se notó que el negocio decaía como consecuencia del anuncio de la 
firma del tratado. A nuestro criterio, la firma de ese tratado no va a ser positiva para el Uruguay. 


Por otro lado, vemos reflejado que no se afecta solo el turismo, sino también el sector del 
campo. Es evidente que la situación incide no solo en nuestro rubro, sino en todos los lugares del país. 
Aquí hay representantes de la Cámara Inmobiliaria Uruguaya que pertenecen al interior, concretamente 


a departamentos como San José, Salto, Rivera, Paysandú, Treinta y Tres, etcétera. Observamos que 
en cada lugar hay un inversor extranjero que, ante la posibilidad de que se firme este tratado, está 
viendo resentido su negocio, fundamentalmente en lo que respecta al envío de dinero para el pago de 
los jornales y de todo lo que implica el mantenimiento de su actividad. 


Creo que otro aspecto a tener en cuenta es el que tiene que ver con el Gobierno con el que 
se está considerando el tratado. Entiendo que por bueno que sea el tratado, no es lo ideal firmarlo con 
un gobierno que está decepcionando a los argentinos, a los extranjeros y está teniendo que asumir 
juicios políticos. No vemos esto con buenos ojos; nos ponemos en el lugar de los señores Senadores y 
nos parece que esta debe ser una decisión muy difícil de tomar. 


Por otro lado -y este tema también es importante- siempre se ve el negocio inmobiliario como 
el lugar donde se lava dinero. No obstante, el dinero que llega a nuestros negocios no lo traen las 
personas en el bolsillo, sino que viene a través del banco. Precisamente, el Banco Central realiza el 
control y el cuento de que recibimos plata en valija no existe. 


Todos estos elementos se van sumando a un escenario que no es favorable para el Uruguay 
y, como dijo un colega, quizás se podría postergar, dilatar o plantear otra cosa. No hay que decir que 
no ni ir en contra de un país hermano, pero sí debemos salvaguardar los intereses del país. 


SEÑOR CONDE.- Quisiera aportar algunos datos más. Como decía el señor Bistiancic, el turismo es 
un sector muy importante en la economía del Uruguay. Ya hemos señalado en otros ámbitos que el 
turismo se mide según la gente que viene a vacacionar, pero nosotros pensamos que el turismo 
residencial es mucho más importante y deja más divisas para el país que el de la gente que viene a 
pasear en verano. A modo de ejemplo, puedo compartir números verídicos. En Colonia, desde el 
balneario Santa Ana hasta Carmelo, hay dos mil viviendas de segunda residencia de argentinos que 
vienen todo el año al departamento. Si a esas dos mil viviendas le sumamos lo que gastan sus 
propietarios cada vez que vienen, el pago al jardinero que trabaja en sus casas y los impuestos que 
deben abonar mensualmente, se llega a un número muy importante. Y esto es lo que ocurre solo en 
Colonia, porque no tenemos números del balneario Punta del Este ni de otros departamentos. 


Nosotros defendemos el turismo, pero desde nuestro punto de vista, el turismo más 
importante que tiene el Uruguay es el de segunda residencia; obviamente que el otro también es 
relevante. 


Por otro lado, volviendo al tema en cuestión, es decir, al acuerdo, debemos señalar que 
Argentina tiene un 34% de su economía en negro, y eso va a seguir por larga data, pues no creemos 
que eso se arregle fácilmente. Mayoritariamente ese segmento de la economía argentina, que 
representa el 34%, es el que sale a invertir al exterior. Nos da la sensación de que nos piden que 
solucionemos lo que ellos no pueden arreglar en su país. 


Como ya se dijo aquí, para nosotros los sectores inmobiliarios y de la construcción son dos 
de los pilares fundamentales de la economía nacional -además de la industria y el agro- pues 
aportan a la economía macro y a la cadena productiva. La construcción es muy nombrada -más que la 
intermediación inmobiliaria- pero queremos dejar en claro que no hay construcción o industria posible si 
primero no hay una inversión inmobiliaria tradicional de compraventa. Tenemos entendido que eso no 
está medido en la economía nacional. Tampoco habría sido posible que el Uruguay estuviera 
tecnificado en el agro y que tuviera miles de hectáreas sembradas, como ocurre hoy, si primero no 
hubiera habido una inversión inmobiliaria en la compra de la tierra. 


No tenemos datos exactos de cuántos miles de millones de dólares se mueven al año en las 
compraventas de inmuebles; solo contamos con aproximaciones o datos estadísticos; no podemos 
llegar a un número. Maldonado sí los tiene, pues es la única Intendencia que toma la opción de la Ley 
de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible antes de la compraventa. Tengo entendido que no 
todas pasan por la Intendencia en lo que hace a usos y costumbres, pero las mediciones en 
Maldonado arrojan una cifra de US$ 360:000.000 por año. Según datos y cifras que tiene el Estado, 
Maldonado representa el 16% del mercado inmobiliario uruguayo, que equivale a esos U$S 


360:000.000 en compraventas; Montevideo tiene un 18% y, Canelones, cerca del 14%. Después está 
el interior que, obviamente, suma menos en cifras, pero está la parte rural que tiene valores muy 
importantes. Haciendo proyecciones -repito que se trata de proyecciones con un número concreto, con 
datos de registro y de mercado- podemos decir que en el Uruguay no son menos de U$S 
6.000:000.000 los que se manejan en compraventas de inmuebles. Este dinero es mucho y dinamiza el 
mercado, porque el que vende, compra otra casa, un auto, se va de viaje; vende un campo y se 
compra tres casas para renta o, de repente, se puede comprar el apartamento en el edificio que estaba 
en construcción. Es un dinero muy importante y no está medido en la economía, y eso también se va a 
ver resentido. 


Simplemente quería aportar estos números. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero dar cuenta de que este es un ámbito de recepción de información y no 
de discusión, y es importante que quede claro para que se entienda perfectamente que nosotros 
valoramos de manera muy importante su presencia -así como la de todas las delegaciones que 
concurren a esta Comisión- a efectos de recibir la mayor información posible y poder tener un gran 
cúmulo de antecedentes y datos para poder resolver. 


SEÑOR TORTORELLA.- Deseo hacer una breve reflexión final. No quiero tomar una actitud 
tremendista ni agitar fantasmas, pero la realidad inmobiliaria -por supuesto, más allá de lo que es 
Punta del Este, con un histórico cordón umbilical con respecto a las inversiones argentinas, Colonia, 
Rocha, etcétera- nos muestra que Montevideo, que hasta hace pocos años no tenía ninguna 
dependencia directa de la inversión argentina o extranjera, en los últimos años la ha tenido. Estamos 
hablando de un 10% o 15% del mercado de Montevideo, que porcentualmente no significa mucho, pero 
se trata de un mercado muy peculiar, podríamos decir que es “top”, porque es la franja superior -me 
refiero a los departamentos en Pocitos, en el Golf, en el Puerto del Buceo, Carrasco, etcétera- que, al 
estar detenida, empuja hacia abajo el mercado, y en los últimos cuatro o cinco meses ha provocado un 
parate casi total de todos los negocios; así, quien quiere vender, hoy ya está bajando los precios. Esta 
situación también se ve agravada por un hecho notorio que está ocurriendo también en Colonia y en 
Punta del Este, pues muchos inversores argentinos que en los últimos tres o cuatro años habían 
comprado inmuebles como pan caliente, por la necesidad de tener efectivo -verde y no celeste o azul- 
están poniendo a la venta sus propiedades. Entonces, no solo se achica la demanda, sino que además 
se agranda la oferta, porque esos mismos inmuebles, muchas veces sin estrenar, están siendo 
volcados al mercado para la venta, y evidentemente no hay compradores. Esta situación enlentece 
todo el mecanismo de la negociación, inclusive, a nivel interno -porque no se trata de decir solamente 
que no vienen divisas del exterior- puesto que nosotros brindamos un servicio social también, porque 
estamos satisfaciendo las necesidades de las familias, de las empresas, etcétera. Ello se está 
deteriorando, y como contrapartida -por aquello de la ley del artillero- se está corriendo el riesgo, ya 
serio, de que también se disminuya la recaudación de las arcas del Estado porque, evidentemente, al 
detenerse el volumen de las operaciones inmobiliarias, la recaudación va a ser menor. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Ante todo quiero decir que es un gusto recibir a este distinguido núcleo de gente 
que trabaja prácticamente en todos los lugares sensibles del espectro inmobiliario. Me parece que no 
hay nadie de Salto y Paysandú, donde las termas tienen su propia dinámica, ni de Rivera, donde 
también hay una dinámica importante pero, en definitiva, nuestros invitados representan a todo el país. 


Comparto absolutamente lo que dijo el señor Presidente en cuanto a los criterios con que 
históricamente se manejan todas las Comisiones. El procedimiento habitual es que se recibe a las 
delegaciones para que expongan sus puntos de vista y no para generar polémica con los miembros de 
la Comisión. La idea es recibir información, que después procesaremos adecuadamente. 


Como es sabido, en este caso hay una mayoría que está impulsando el proyecto de ley, que 
corresponde a los legisladores del Frente Amplio, y una minoría -muy ajustada, es cierto- del Partido 
Nacional y el Partido Colorado, que está en desacuerdo. Sin perjuicio de esto, como parlamentario del 
Frente Amplio y futuro miembro informante de esta iniciativa, me gustaría invitar, junto con el señor 
Senador Michelini, a los señores Senadores Pasquet y Penadés y al señor Presidente a algún ámbito 
que nuestros invitados puedan generar para discutir el tema a fondo y que no sea esta Comisión, por 
las reglas de juego que tiene. Nos ofrecemos a participar en una instancia de ese tipo en el lugar y el 


momento que ustedes elijan. Además, estoy seguro de que podrían intervenir el señor Senador Rubio, 
que estuvo aquí hace un rato, la señora Senadora Xavier, que también integra la Comisión, y el señor 
Senador Couriel, que en este momento no está presente pero que es un Legislador especialmente 
interesado en este tema. 


Quiero decir también, ateniéndome al criterio que el señor Presidente ha señalado de no 
entrar en polémica, que seguramente nuestros invitados analizan el tema multifacéticamente, en todos 
los aspectos que inciden en el negocio inmobiliario. Insisto en que no quiero entrar en polémica; 
simplemente digo esto a cuenta de esa eventual instancia que pueda haber para discutir el proyecto de 
ley. Pero todos sabemos que hay muchos otros factores que inciden en el enlentecimiento que en 
algún momento puede haber de lo que podríamos llamar -más allá de que sé que mucha gente resiste 
la expresión, y aclaro que yo también- “el boom inmobiliario” que se ha dado en la costa este, en 
Montevideo, en la costa de Colonia y también en el norte del país. Hay por lo menos dos grandes 
motivos. Uno de ellos es que, como sabemos, ese crecimiento exponencial ha llegado a una plaza que, 
como la nuestra, tiene un nivel interno limitado y se ve obligada a alimentarse del mercado 
internacional. Esto ya ha ocurrido; personalmente conozco bastante Punta del Este y sé que ha habido 
otros períodos de boom -así se los llamaba en aquellas épocas- después de los cuales se produjo, por 
algunos años, un enlentecimiento. Ese es un factor que seguramente nuestros invitados pueden 
analizar con muchísimo más rigor que nosotros. Y el otro gran factor está vinculado a todas las 
medidas que está tomando la Argentina y con las cuales no tenemos nada que ver. Nuestros invitados, 
que están en contacto con la Argentina, seguramente estarán siguiendo el tema muy de cerca y sabrán 
que responden a una situación muy especial que ha vivido ese país con los Gobiernos de Néstor 
Kirchner y ahora de Cristina Fernández de Kirchner. Allí se está aplicando una política económica que 
lleva a establecer notorias restricciones legales para la salida de divisas -que a su vez incentiva la 
salida ilegal- y es a esto a lo que quieren ponerle coto para que no se desborde la situación. 


Tengo sobre la mesa un documento del Ministerio de Economía y Finanzas -se los puedo 
hacer llegar; sin perjuicio de que nos encontremos o no, les podemos enviar toda la información que 
les interese- donde se establece con mucha precisión cuáles son los requisitos para solicitar la 
información, y les puedo asegurar que son enormes, sumamente restrictivos. No se trata de que viene 
la AFIP y golpea la puerta para saber los datos de Fulano. No es así, sino que tiene que cumplir -tengo 
la lista en mi poder- con varias exigencias a la hora de aplicar los procedimientos que establece el 
tratado. Más allá del clima de nerviosismo que existe -aunque todavía no está vigente- todos los 
técnicos especialistas tributaristas han reconocido que es un acuerdo muy bien negociado y favorable 
para el Uruguay en muchas de sus cláusulas. Además, las normas que están establecidas son 
sumamente exigentes. 


El otro aspecto que se mencionó -sobre el que no me voy a extender- tiene relación con los 
perjuicios que podría acarrear para Uruguay el no cumplimiento de esos acuerdos. 


Es casi un sumario lo que estoy planteando porque no quiero entrar en una polémica, pero 
nos ponemos a su disposición para dialogar sobre el tema. Como parlamentario del Gobierno quiero 
comunicarles que todas sus inquietudes las tenemos muy presentes. Como ha dicho el señor Ministro 
a propósito de este asunto, estos criterios no se relacionan solamente con la Argentina, sino que tienen 
que ver con un cambio que ha habido en el mundo en cuanto a la forma en que se está dando la 
tributación internacional y con la necesidad de que nuestro país se inserte dentro de ese esquema. 


SEÑOR PENADÉS.- Nuestros invitados han dicho que se están notando perjuicios a nivel de la 
industria inmobiliaria del país y centran este hecho fundamentalmente en la preocupación que está 
generando en los inversores argentinos la posible firma de este tratado. Me gustaría saber si tienen 
calibrado un porcentaje de lo que ha sido la detracción de la inversión argentina en el Uruguay en este 
tiempo. 


SEÑOR CONDE.- Tenemos cifras al respecto, pero lo que sucede es que en determinadas zonas el 
impacto es más profundo. Por ejemplo, podemos decir que en el Este hay más detracción, por lo que 
actualmente estamos hablando de un 50%. 


SEÑOR BISTIANCIC.- En el registro de Maldonado hay un valor menor de porcentaje. No es para 
discutir en este momento, pero lo que sucede es que también debe tenerse en cuenta la nueva norma 
respecto de las acciones de las sociedades anónimas, que ha llevado a que el número en el registro, 
comparativamente con el año pasado, cayera un 26%. Por cifras de relevamiento no totales estamos 
hablando de entre un 46% y un 55% menos de ventas que el año pasado. Los datos se tomaron antes 
del verano pasado y fue cuando se hizo el anuncio del tratado de intercambio de información. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos muy especialmente vuestra comparecencia. Cualquier otra 
información que quieran acercarnos con mucho gusto la recibiremos y, de la misma manera, ustedes 
podrán recurrir a los distintos señores Senadores en función de los diferentes encuentros que puedan 
tener para profundizar en el tratamiento de este tema. 


SEÑOR CONDE.- Simplemente queremos agradecer que nos hayan escuchado en la tarde de hoy y 
quedamos a vuestra disposición para la reunión que se mencionó. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 24 minutos.) 
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